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México, Distrito Federal, a veinticinco de marzo de dos mil catorce.  

 

Vistos para resolver los autos del expediente al rubro citado, y:  

 

R E S U L T A N D O S 

 

ÚNICO. Por escrito remitido por el Sistema de Información Pública Gubernamental 

Compranet el diez de marzo de dos mil catorce, la empresa QUARKSOFT, S.A.P.I. DE 

C.V., promovió inconformidad contra actos del INSTITUTO FEDERAL DE ACCESO A 

LA INFORMACIÓN Y PROTECCIÓN DE DATOS, derivados de la Licitación Pública 

Nacional No. LA-006HHE001-N7-2014, celebrada para la “CONTRATACIÓN DEL 

SERVICIO DE TERCERIZACIÓN DE SERVICIOS PROFESIONALES DE 

INFORMÁTICA PARA LOS SISTEMAS INSTITUCIONALES”. 

 

 

C O N S I D E R A N D O S 
 

 

 

ÚNICO. Estudio preferente. Por tratarse de una cuestión de orden público, debe 

analizarse en primer término la competencia de esta Dirección General, para conocer y 

resolver la inconformidad interpuesta por QUARKSOFT, S.A.P.I. DE C.V., lo que se hace 

al tenor de las consideraciones siguientes:  

  

En términos de los artículos 26 y 37, fracciones VIII, XVI y XXVII de la Ley Orgánica de 

la Administración Pública Federal; y el artículo segundo transitorio del Decreto por el que 

se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Ley Orgánica de la 

Administración Pública Federal, publicado en el Diario Oficial de la Federación el dos de 

enero de dos mil trece, 1, de la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del 

Sector Público, 3, Apartado A), fracción XXIII y 62, fracciones I y II, del Reglamento 
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Interior de la Secretaría de la Función Pública, corresponde a esta Dependencia del 

Ejecutivo Federal, por conducto de la Dirección General de Controversias y Sanciones 

en Contrataciones Públicas, recibir, tramitar y resolver las inconformidades que formulen 

los particulares con motivo de los actos realizados por las entidades federativas en 

eventos de contratación convocados con cargo total o parcial a fondos federales que 

contravengan las disposiciones que rigen las materias objeto de las Leyes de 

contrataciones públicas; o bien, con motivo de los actos realizados por las 

dependencias, entidades y la Procuraduría, derivados de procedimientos de contratación 

que contravengan las disposiciones jurídicas en materia de adquisiciones, 

arrendamientos, servicios, obra pública y servicios relacionados con las mismas, cuando 

el Secretario determine que ella deba conocer directamente. 

 

Tales preceptos normativos disponen, en lo que aquí interesa, lo siguiente:  

 

LEY ORGÁNICA DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA FEDERAL 
 
“Artículo 26.- Para el despacho de los asuntos del orden administrativo, el Poder 
Ejecutivo de la Unión contará con las siguientes dependencias: 
 
… 
 
Secretaría de la Función Pública..” 
 
“Artículo 37.- A la Secretaría de la Función Pública corresponde el despacho de los 
siguientes asuntos:  
 
… 
 
XVI. Atender las quejas e inconformidades que presenten los particulares con 
motivo de convenios o contratos que celebren con las dependencias y 
entidades de la Administración Pública Federal, y verificar su contenido mediante 
las investigaciones que fueren pertinentes de acuerdo con las disposiciones 
aplicables…” 
 
ARTÍCULO SEGUNDO TRANSITORIO DEL DECRETO POR EL QUE SE 
REFORMAN, ADICIONAN Y DEROGAN DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY 
ORGÁNICA DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA FEDERAL, PUBLICADO EN EL 
DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL DOS DE ENERO DE DOS MIL TRECE. 
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TRANSITORIOS 
 
 

“(…)”  
 
“Segundo.- Las modificaciones previstas en el presente Decreto para los artículos 
26, 31, 37, 44, y 50 de esta Ley exclusivamente por lo que se refiere a la 
desaparición y transferencia de las atribuciones de la Secretaría de la Función 
Pública, entrarán en vigor en la fecha en que el órgano constitucional autónomo que 
se propone crear en materia anticorrupción entre en funciones, conforme a las 
disposiciones constitucionales y legales que le den existencia jurídica. 
 
Al expedir los ordenamientos reglamentarios de la reforma constitucional 
correspondiente, el Congreso de la Unión revisará que el control interno y el sistema 
integral de control y evaluación gubernamental sean congruentes con las 
atribuciones que le sean conferidas a dicho órgano y compatibles con las bases y 
principios del Sistema Nacional de Fiscalización, para lo cual realizará las reformas 
legales a que haya lugar. 
 
Entre tanto se expiden y entran en vigor las disposiciones a que se refiere este 
artículo, la Secretaría de la Función Pública continuará ejerciendo sus atribuciones 
conforme a los ordenamientos vigentes al momento de expedición de este Decreto.” 
 

 
LEY DE ADQUISICIONES, ARRENDAMIENTOS Y SERVICIOS DEL SECTOR 
PÚBLICO 

 

 

“ARTÍCULO 1.- La presente Ley es de orden público y tiene por objeto reglamentar 
las acciones relativas a la planeación, programación, presupuestación, contratación, 
gasto y control de las adquisiciones y arrendamientos de bienes muebles y la 
prestación de servicios de cualquier naturaleza, que realicen: 
 
 

I.    Las unidades administrativas de la Presidencia de la República; 
 
II. Las Secretarías de Estado, Departamentos Administrativos y la Consejería 
Jurídica del Ejecutivo Federal; 
 
III. La Procuraduría General de la República; 
 
IV. Los organismos descentralizados; 
 
V. Las empresas de participación estatal mayoritaria y los fideicomisos en los que el 
fideicomitente sea el gobierno federal o una entidad paraestatal, y 
 
VI. Las entidades federativas, con cargo total o parcial a fondos federales, conforme a 
los convenios que celebren con el Ejecutivo Federal, con la participación que, en su 
caso, corresponda a los municipios interesados. No quedan comprendidos los fondos 
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previstos en el Capítulo V de la Ley de Coordinación Fiscal.” 

 
Las personas de derecho público de carácter federal con autonomía derivada 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como las 
entidades que cuenten con un régimen específico en materia de adquisiciones, 
arrendamientos y servicios, aplicarán los criterios y procedimientos previstos 
en esta Ley, sólo en lo no previsto en los ordenamientos que los rigen y 
siempre que no se contrapongan con los mismos, sujetándose a sus propios 
órganos de control. 
 

 

REGLAMENTO INTERIOR DE LA SECRETARÍA DE LA FUNCIÓN PÚBLICA. 
 
 

“ARTÍCULO 62.- Corresponderá a la Dirección General de Controversias y 
Sanciones en Contrataciones Públicas el ejercicio de las siguientes atribuciones: 

 
I. Resolver, en los términos de las disposiciones jurídicas en materia de 
adquisiciones, arrendamientos, servicios, obra pública y servicios relacionados con la 
misma, las inconformidades que formulen los particulares con motivo de: 

 
1. Los actos realizados por los estados y municipios, el Distrito Federal y sus 
órganos político-administrativos derivados de procedimientos de contratación con 
cargo total o parcial a fondos federales, conforme a los convenios que celebren con 
el Ejecutivo Federal, y que contravengan las disposiciones mencionadas en el 
presente artículo, salvo en los casos en que la Secretaría tenga celebrado convenio 
de coordinación con las propias entidades federativas, a efecto de que sean éstas las 
que conozcan y resuelvan dichas inconformidades, y 

 
2. Los actos realizados por las dependencias, las entidades y la Procuraduría, 
derivados de procedimientos de contratación que contravengan las disposiciones 
jurídicas citadas, cuando el Secretario determine que ella deba conocer 
directamente. 
 
Para los efectos del párrafo anterior, cuando la inconformidad se haya iniciado en el 
Correspondiente órgano interno de control, solicitará a éste la remisión del 
expediente, y se notificará personalmente a quienes tengan interés en el asunto de 
que se trate de su radicación en la Dirección General de Controversias y Sanciones 
en Contrataciones Públicas;” 
 
 

Precisado lo anterior, del acta de fallo de tres de marzo de dos mil catorce, relativa a la 

Licitación Pública Nacional No. LA-006HHE001-N7-2014, se advierte que es un 

procedimiento de contratación convocado por el INSTITUTO FEDERAL DE ACCESO A 

LA INFORMACIÓN Y PROTECCIÓN DE DATOS, que de acuerdo con lo establecido en 
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el artículo 6 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en relación 

con el decreto por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de transparencia, 

publicado en el Diario Oficial de la Federación el siete de febrero de dos mil catorce, 

con el cual se agrega la fracción VIII, que con relación al Reglamento Interior del Instituto 

Federal de Acceso a la Información y Protección de Datos, publicado en el Diario Oficial 

de la Federación el veintisiete siguiente, señalan que es un organismo  autónomo, 

especializado, imparcial, colegiado, con personalidad jurídica y patrimonio propio, 

con plena autonomía técnica, de gestión, capacidad para decidir sobre el ejercicio 

de su presupuesto y determinar su organización interna, responsable de 

garantizar el cumplimiento del derecho de acceso a la información pública y 

protección de datos personales en posesión de los sujetos obligados. Para su 

mejor comprensión, se transcriben a continuación en su parte conducente:  

 

En primera instancia, la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en su 

artículo 6, apartado A, inciso VIII, establece:  

 
“Artículo 6o. La manifestación de las ideas no será objeto de ninguna inquisición 
judicial o administrativa, sino en el caso de que ataque a la moral, la vida privada o 
los derechos de terceros, provoque algún delito, o perturbe el orden público; el 
derecho de réplica será ejercido en los términos dispuestos por la ley. El derecho a 
la información será garantizado por el Estado.  
 
Toda persona tiene derecho al libre acceso a información plural y oportuna, así 
como a buscar, recibir y difundir información e ideas de toda índole por cualquier 
medio de expresión.  
 
El Estado garantizará el derecho de acceso a las tecnologías de la información y 
comunicación, así como a los servicios de radiodifusión y telecomunicaciones, 
incluido el de banda ancha e internet. Para tales efectos, el Estado establecerá 
condiciones de competencia efectiva en la prestación de dichos servicios.  
 
Para efectos de lo dispuesto en el presente artículo se observará lo siguiente:  
 
A. Para el ejercicio del derecho de acceso a la información, la Federación, los 
Estados y el Distrito Federal, en el ámbito de sus respectivas competencias, se 
regirán por los siguientes principios y bases:  
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(…) 
 
VIII. La Federación contará con un organismo autónomo, especializado, 
imparcial, colegiado, con personalidad jurídica y patrimonio propio, con plena 
autonomía técnica, de gestión, capacidad para decidir sobre el ejercicio de su 
presupuesto y determinar su organización interna, responsable de garantizar 
el cumplimiento del derecho de acceso a la información pública y a la 
protección de datos personales en posesión de los sujetos obligados en los 
términos que establezca la ley.  
 
El organismo autónomo previsto en esta fracción, se regirá por la ley en materia de 
transparencia y acceso a la información pública y protección de datos personales 
en posesión de sujetos obligados, en los términos que establezca la ley general que 
emita el Congreso de la Unión para establecer las bases, principios generales y 
procedimientos del ejercicio de este derecho.  
 
En su funcionamiento se regirá por los principios de certeza, legalidad, 
independencia, imparcialidad, eficacia, objetividad, profesionalismo, transparencia y 
máxima publicidad.  
 
El organismo garante tiene competencia para conocer de los asuntos relacionados 
con el acceso a la información pública y la protección de datos personales de 
cualquier autoridad, entidad, órgano u organismo que forme parte de alguno de los 
Poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial, órganos autónomos, partidos políticos, 
fideicomisos y fondos públicos, así como de cualquier persona física, moral o 
sindicatos que reciba y ejerza recursos públicos o realice actos de autoridad en el 
ámbito federal; con excepción de aquellos asuntos jurisdiccionales que 
correspondan a la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en cuyo caso resolverá 
un comité integrado por tres ministros. También conocerá de los recursos que 
interpongan los particulares respecto de las resoluciones de los organismos 
autónomos especializados de los estados y el Distrito Federal que determinen la 
reserva, confidencialidad, inexistencia o negativa de la información, en los términos 
que establezca la ley.  
 
El organismo garante federal de oficio o a petición fundada del organismo garante 
equivalente del estado o del Distrito Federal, podrá conocer de los recursos de 
revisión que por su interés y trascendencia así lo ameriten.  
 
La ley establecerá aquella información que se considere reservada o confidencial.  
 
Las resoluciones del organismo garante son vinculatorias, definitivas e inatacables 
para los sujetos obligados. El Consejero Jurídico del Gobierno podrá interponer 
recurso de revisión ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación en los términos 
que establezca la ley, sólo en el caso que dichas resoluciones puedan poner en 
peligro la seguridad nacional…” 
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Por otro lado, el Reglamento Interior del Instituto Federal de Acceso a la Información y 

Protección de Datos, publicado en el Diario Oficial de la Federación el veintisiete de 

febrero de dos mil catorce, señala en sus artículos 1 y 2, en lo conducente lo siguiente: 

 

“Artículo 1. El presente Reglamento Interior tiene por objeto establecer la 
estructura y regular el funcionamiento y operación del Instituto Federal de Acceso a 
la Información y Protección de Datos.” 
 
“Artículo 2. El Instituto Federal de Acceso a la Información y Protección de Datos 
es un organismo autónomo, especializado, imparcial, colegiado, con 
personalidad jurídica y patrimonio propio, con plena autonomía técnica, de 
gestión, capacidad para decidir sobre el ejercicio de su presupuesto y 
determinar su organización interna, responsable de garantizar el 
cumplimiento del derecho de acceso a la información pública y a la 
protección de datos personales en posesión de los sujetos obligados en los 
términos establecidos en las leyes respectivas, con domicilio legal en la 
Ciudad de México.” 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

De lo anterior, se desprende que el INSTITUTO FEDERAL DE ACCESO A LA 

INFORMACIÓN Y PROTECCIÓN DE DATOS, es un organismo público, autónomo, 

dotado de personalidad jurídica y patrimonio propios, autónomo en sus decisiones y 

funcionamiento, depositario del cumplimiento del derecho de acceso a la información 

pública y a la protección de datos personales, que se regirá para su organización, 

funcionamiento y control, por las disposiciones Constitucionales, y al amparo de lo 

previsto en el artículo 1, segundo párrafo, de la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y 

Servicios del Sector Público, se determina la existencia de organismos públicos 

federales con autonomía constitucional, que aplican los criterios y procedimientos 

previstos en la Ley, sólo en lo no previsto en los ordenamientos que lo rigen y siempre 

que no se contrapongan con los mismos, pero sujetándose a sus propios órganos de 

control.  
 

 

 

 

 

En tales condiciones, se arriba a la determinación de que esta Dirección General de 

Controversias y Sanciones en Contrataciones Públicas no tiene competencia legal 

para conocer de la inconformidad promovida por QUARKSOFT, S.A.P.I. DE C.V., por 
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tanto, es procedente que se decline la competencia a favor del COMISIONADO 

PRESIDENTE DEL INSTITUTO FEDERAL DE ACCESO A LA INFORMACIÓN Y 

PROTECCIÓN DE DATOS, a fin de garantizar los principios de legalidad y seguridad 

jurídica que deben revestir los actos de los servidores públicos cuando actúan en 

ejercicio de su competencia y facultades. 

 

 

Además, sirve de apoyo por analogía, las tesis Jurisprudenciales que se citan a 

continuación: 

 
 

 

“COMPETENCIA. FUNDAMENTACIÓN DE LA. Haciendo una interpretación 

conjunta y armónica de las garantías individuales de legalidad y seguridad 

jurídica que consagran los artículos 14 y 16 constitucionales, se advierte que 

los actos de molestia y privación requieren, para ser legales, entre otros 

requisitos, e imprescindiblemente, que sean emitidos por autoridad competente 

y cumpliéndose las formalidades esenciales que les den eficacia jurídica; lo que 

significa que todo acto de autoridad necesariamente debe emitirse por 

quien para ello está legitimado, expresándose como parte de las 

formalidades esenciales, el carácter con que la autoridad respectiva lo 

suscribe y el dispositivo, acuerdo o decreto que le otorgue tal 

legitimación, pues de lo contrario se dejaría al afectado en estado de 

indefensión, ya que al no conocer el apoyo que faculte a la autoridad para emitir 

el acto, ni el carácter con que lo emita, es evidente que no se le otorga la 

oportunidad de examinar si la actuación de ésta se encuentra o no dentro del 

ámbito competencial respectivo, y si éste es o no conforme a la ley, para que, 

en su caso, esté en aptitud de alegar, además de la ilegalidad del acto, la del 

apoyo en que se funde la autoridad para emitirlo en el carácter con que lo haga, 

pues bien puede acontecer que su actuación no se adecua exactamente a la 

norma, acuerdo o decreto que invoque, o que éstos se hallen en contradicción 

con la ley secundaria o con la Ley Fundamental.”1 
 
 

“AUTORIDADES.- Las autoridades sólo pueden hacer lo que la Ley les 

permite.”2 
 

 

                                                           
1 Publicada en el  Semanario Judicial de la Federación, emitida por el Segundo Tribunal Colegiado en materia Administrativa, Novena  

Época, Página 338 
 
2 Publicada en el  Semanario Judicial de la Federación, emitida por el Tribunal en Pleno, página  511 
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“AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS, FACULTADES DE LAS.- Las 

autoridades administrativas no tienen más facultades que las que 

expresamente les conceden las leyes, y cuando dictan alguna determinación 

que no está debidamente fundada y motivada en alguna ley, debe estimarse 

que es violatoria de las garantías consignadas en el artículo 16 Constitucional.”3 
 

 

 

Consecuentemente, remítase al COMISIONADO PRESIDENTE DEL INSTITUTO 

FEDERAL DE ACCESO A LA INFORMACIÓN Y PROTECCIÓN DE DATOS, el 

expediente 154/2014, constante de ochocientas treinta y cuatro fojas útiles, para que en 

el ámbito de sus atribuciones conozca y resuelva lo que en derecho proceda, previa 

carpeta de antecedentes que del mismo se deje en el archivo de esta área 

administrativa. 
 

 

Por lo expuesto y fundado, se exponen los siguientes: 

 
 

R E S O L U T I V O S 
 

 

PRIMERO. Esta Dirección General de Controversias y Sanciones en Contrataciones 

Públicas de la Secretaría de la Función Pública, se declara legalmente incompetente 

para conocer y resolver la inconformidad presentada por QUARKSOFT, S.A.P.I. DE C.V. 

 

SEGUNDO. Remítase el expediente No. 154/2014, constante de ochocientas treinta y 

cuatro fojas útiles al COMISIONADO PRESIDENTE DEL INSTITUTO FEDERAL DE 

ACCESO A LA INFORMACIÓN Y PROTECCIÓN DE DATOS, para que en el ámbito de 

sus atribuciones resuelva lo que en derecho proceda, previa carpeta de antecedentes 

que del mismo se deje en el archivo de esta unidad administrativa. 

 

TERCERO. En términos del artículo 74, último párrafo, de la Ley de Adquisiciones, 

Arrendamientos y Servicios del Sector Público, la presente resolución puede ser 

impugnada por los inconformes, mediante recurso de revisión previsto en el Título Sexto, 

                                                           
3 Publicada en el Semanario Judicial de la Federación, emitida por la Segunda Sala, Quinta Época, página 4656 
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Capítulo Primero de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, o bien, ante las 

instancias jurisdiccionales competentes. 

 

CUARTO. Notifíquese personalmente a la empresa inconforme y por oficio al 

COMISIONADO PRESIDENTE DEL INSTITUTO FEDERAL DE ACCESO A LA 

INFORMACIÓN Y PROTECCIÓN DE DATOS, con fundamento en el artículo 69, fracción 

I, inciso a), y por analogía, la fracción III, de la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y 

Servicios del Sector Público. 

 

Así lo resolvió y firma el LIC. JAIME CORREA LAPUENTE, Director General de 

Controversias y Sanciones en Contrataciones Públicas de la Secretaría de la Función 

Pública, ante la presencia de la LIC. DIANA MARCELA MAZARI ARELLANO, Directora 

de Inconformidades “C”.                                                              
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PARA: FRIDA MONTES DE OCA VÁZQUEZ.- REPRESENTANTE LEGAL.- QUARKSOFT, S.A.P.I. DE 
 C.V.- Periférico Sur, número 3325, Piso 4, Colonia San Jerónimo Lídice, C.P. 10200, Delegación 
 Magdalena Contreras, México, Distrito Federal. 
      

LIC. GERARDO FELIPE LAVEAGA RENDÓN.- COMISIONADO PRESIDENTE DEL INSTITUTO 
FEDERAL DE ACCESO A LA INFORMACIÓN Y PROTECCIÓN DE DATOS.- Insurgentes Sur, 
No. 3211 Col. Insurgentes Cuicuilco, C.P. 04530, Delegación Coyoacán, México, Distrito Federal. 

 
 
 
 
 
 
 
DMMA/gjc 
 
 
 

 
“En términos de lo previsto en los artículos 13, 14 y 18 de la Ley Federal de Transparencia 
y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión se suprimió la 
información considerada como reservada y confidencial en concordancia con el 
ordenamiento citado.” 
 
 


